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La Delegación del Perú desea saludar la presencia de la Presidenta de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Luz Patricia Mejía, de su Secretario Ejecutivo, de la Secretaria Ejecutiva Adjunta y demás funcionarios que los acompañan, y agradecer por la valiosa y amplia presentación del informe anual de la CIDH correspondiente al año 2008.

Este documento es fiel testimonio no solo de su intensa y meritoria labor, sino también de los avances en el proceso de perfeccionamiento del sistema interamericano de derechos humanos, proceso que ha venido acompañando la consolidación de la democracia en los países de la región, por lo  que le expresamos nuestro reconocimiento y reiteramos el pleno respaldo del Perú al rol de la CIDH en la promoción y protección de los derechos humanos en el hemisferio.


Mi delegación valora el diagnostico que hace la CIDH al afirmar que la vigencia plena de los derechos humanos en la región pasa por superar los retos de creación de factores de seguridad publica, así como el diseño e implementación de políticas de acceso a la educación, salud y fuentes de trabajo, en condiciones de equidad. 
Del amplio contenido del informe, quisiéramos destacar dos aspectos: uno relacionados con el sistema de peticiones y casos,  y otro con la libertad de prensa y expresión. 

Las estadísticas indican que en el 2008, la Cidh recibió 1323 denuncias, de las cuáles 236 corresponden al Perú. Igualmente, a fines del año pasado, la CIDH tenía un total de 1376 casos y peticiones en trámite, de los cuáles 248 se refieren al Perú. es decir, se mantiene la tendencia que muestra al Perú como el mayor usuario del sistema de peticiones y casos. 


El Perú es un país que vive en democracia y sin un conflicto armado interno. Por ello, debemos precisar que el elevado número de denuncias presentadas en la CIDH obedece a la gran difusión del sistema en mi país y su popularidad en la comunidad jurídica nacional y en la sociedad civil. Ello motiva a un importante porcentaje de personas que han culminado sus procesos en las instancias internas, a recurrir a la CIDH con la expectativa que esta pueda “revisar” su caso, alegando alguna irregularidad en el proceso. 


La tramitación de las denuncias es una labor encomendada a la secretaria ejecutiva de la CIDH, la que con sus limitados recursos hace una titánica labor para actuar como una suerte de filtro frente a la creciente carga de denuncias que recibe. Resulta preocupante el que la CIDH vea aumentar su carga de trabajo sin un correspondiente aumento de sus recursos financieros y humanos.


En ese contexto, alienta saber que gracias a un fondo que fue puesto a su disposición, la Comisión pudo concentrar más recursos para evaluar gran parte de las denuncias antiguas, lo cual explica que aunque sólo se presentaron 236 denuncias en el año 2008 contra el Perú, la CIDH haya estudiado 427. 


Queremos reconocer este esfuerzo de la CIDH por actualizar y poner al día la tramitación de denuncias antiguas.


Queremos destacar también que de las 427 denuncias evaluadas, sólo 21 fueron notificadas al Estado peruano. Es decir, en el 2008, menos del 5% de las denuncias presentadas contra el Perú cumplían con los requisitos de admisibilidad.  Esta cifra es una mejora cualitativa sustancial teniendo en cuenta que tradicionalmente la CIDH notificaba al Perú alrededor del 10% de las denuncias recibidas.  Somos conscientes que, en el caso de otros países, el porcentaje es mayor al 5%, llegando incluso la CIDH a notificar, en algunos casos, más del 30% de las denuncias recibidas.


Lógicamente, esa creciente carga de trabajo de la CIDH genera una mayor demanda en las tareas de defensa del Estado. En el Perú, a partir de enero del presente año, ha entrado en funciones una nueva estructura institucional para la defensa del Estado. Se trata de la Procuraduría Pública Especializada Supranacional, que se encarga del seguimiento de las peticiones y casos contra el Perú en los órganos del sistema interamericano de derechos humanos. Cabe precisar que la tarea de promoción se mantiene a cargo del Consejo Nacional de Derechos Humanos.

En lo que respecta al capitulo del informe relacionado con la libertad de prensa y expresión, deseamos registrar nuestro reconocimiento a la relataría especial por el amplio desarrollo  conceptual y normativo que se hace sobre el alcance del derecho de acceso a la información, así como de las limitaciones generalmente aceptadas por la doctrina, en tanto no se trata de un derecho absoluto. Es muy útil también la sistematización de las seis obligaciones que se derivan para los estados a partir de este derecho.

Dicho trabajo constituye un valioso aporte para el avance del acceso a la información en el hemisferio, lo que redundara en mayores niveles de transparencia e integridad en la gestión pública. 

De otro lado, observamos que, a diferencia de los informes anuales publicados anteriormente, esta vez no se ha elaborado una lista pormenorizada de denuncias de atentados o amenazas formuladas contra periodistas. En cambio, se ha realizado una evaluación, citando casos denunciados, de acuerdo a distintas fuentes, de aparentes violaciones a la libertad de expresión y a la integridad y seguridad de los agentes de prensa.


Antes de concluir, deseamos agradecer a la CIDH por haber difundido su propuesta de reforma reglamentaria. Tomamos nota que el referido proyecto abarca temas referidos a la solicitud, seguimiento y monitoreo de las medidas cautelares; admisibilidad de la petición; desactivación, desistimiento, archivo de peticiones y casos; así como las audiencias generales.

Notamos también que el proyecto de reforma incluye un nuevo artículo para regular el archivo de peticiones y casos, ampliando al actual art. 30.6. Esta propuesta recoge parcialmente una recomendación adelantada por nuestra delegación en el 2007, que fue incluida en el documento del grupo de los 7 en abril de 2008, y recogida en el documento de la CAJP de marzo de 2009. 


Consideramos que tal proyecto de reforma reglamentaria es positivo y marcha en la dirección correcta para darle mayor previsibilidad al procedimiento de casos y peticiones en la CIDH. Sin embargo, notamos la ausencia de otros temas importantes para los estados como fijación de plazos para la CIDH, seguimiento de los informes del artículo 50 y artículo 51, y el rol de la Comisión en los procesos contenciosos ante la Corte IDH.


Esperamos que el proceso de reflexión continúe con este mismo espitita colaborativo y constructivo con el que participamos los órganos, estados y sociedad civil, de pleno respeto a la autonomía e independencia de la CIDH y la Corte, de manera que se puedan abordar otros temas  que han sido materia de propuestas por parte de los estados. Oportunamente, el Perú hará conocer sus comentarios por escrito. 


Muchas gracias.
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